F.U.

En la ciudad de Dolores, a los        23         días del mes de septiembre del año dos mil ocho, reunida la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de este Departamento Judicial, en Acuerdo Ordinario, con el objeto de dictar sentencia en la causa nº 86.604, caratulada: "ZEBALLOS, MARTIN IVAN c/ ZUBIAURRE, LYDYA Y OTROS s/ REPETICION DE IMPUESTO", habiendo resultado del pertinente sorteo (arts. 263, CPCC; 168 CONST. PROV.), que los Señores Jueces debían votar según el siguiente orden: Doctores Francisco Agustín Hankovits y María R. Dabadie.

      El Tribunal resolvió plantear y votar las siguien tes:

------------------C U E S T I O N E S------------------

      1ª.) ¿Es justa la sentencia apelada?

      2ª.) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

--------------------V O T A C I O N--------------------

------A LA PRIMERA CUESTION EL DR. HANKOVITS DIJO:-----

      I. Vienen los autos a conocimiento de esta Alza-da, en virtud del recurso de apelación interpuesto por el  accionante  que  persigue  la  percepción  -en  la  

                                                 //////

///// proporción correspondiente- del pago de los impuestos que oportunamente abonara de un bien relicto de la sucesión en trámite. En tal sentido, incoa la presente dirigiendo sus pretensiones contra los restantes herederos.

      Debidamente citados los mismos, contesta la deman da la administradora designada en los autos sucesorios, interponiendo excepción de falta de legitimación pasiva y prescripción, peticionando el rechazo de la demanda planteada (v, fs. 281/285).

      Los restantes herederos fueron declarados rebel- des (v, fs. 294).

      Recaída la pertinente sentencia haciendo lugar a la excepción de falta de legitimación, y rechazando la pretensión esgrimida del enriquecimiento sin causa, es apelada por la actora (v, fs. 652/657 y vta., 666).

      Concedido libremente dicho recurso (v, fs. 667), acompaña los respectivos agravios a fs. 693/708, los que fueron contestados a fs. 711/712 y fs. 717/719 y vta..

      Con el llamado firme de fs. 759, han quedado  los 

                                                 //////

///// autos en condiciones de ser resueltos.

      II. (i) En lo que resulta de interés a los efectos del tratamiento del recurso de apelación interpuesto, cabe señalar que la sentenciante de la primera instancia decide hacer lugar a la excepción de falta de legitimación opuesta oportunamente, soste- niendo que el actor efectuó un pago a sabiendas que la deuda no era suya sino del sucesorio, de la masa indivisa, arrogándose una representación que no le correspondía, pues se hallaba a cargo de la administradora y no puede obligar al sucesorio, ni a sus co-herederos a reembolsarle los presuntos pagos realizados o moratorias suscriptas pues ello está expresamente vedado por el art. 791 inc. 6 del Código Civil. En función de ello, -concluye- y desde esa perspectiva, carece el actor Zeballos, en su condición de co-heredero, de acción para promover el reclamo impe trado, dado que el realizarlo es, en todo caso, un acto de administración que no obliga a los restantes co-herederos. Funda legalmente el magistrado su  decisorio

                                                 //////

///// en los arts. 3451, 791 inc. 6, del Código Civil y 745, 746, del Código de Procedimientos, respectivamente (v. fs. 657).

      Subsidiariamente, la iudex a-quo, rechaza igual- mente el reclamo efectuado por enriquecimiento sin causa, entendiendo que únicamente puede tener anda- miento dicha pretensión ante la inexistencia de otras acciones, no resultando ser el presente caso uno de ellos, por cuanto contaba la legitimada activa con otras acciones a fin de lograr el acabado cumplimiento de las obligaciones a cargo de la administradora o eventualmente el resarcimiento de los daños sufridos demostrado el incumplimiento de las mismas (arts. 746, 748, 749, CPCC; 512, 1109 del Código Civil). Por último, le impone las costas del proceso a la actora vencida (v, fs. cit. y vta.).

      Ante lo así decidido, la recurrente peticiona en sus agravios, en principio, la nulidad del fallo, consi derando que el iudex a-quo no tuvo a la vista al momen to de resolver los autos sucesorios, que fueran ofreci dos como prueba por ambas partes,  que  se  encontraban 

                                                 //////

///// extraviados al tiempo de dictar el decisorio en cuestión. De dichos autos surgiría el acuerdo arribado entre la recurrente y la administradora acerca de la forma de cancelación de la deuda por impuestos inmobiliarios del bien del sucesorio y cuya repetición se persigue.

      Considera errónea la normativa aplicada (arts. 3451, 791 inc. 6, del C.C.), y se agravia por el rechazo del planteo fundado en el enriquecimiento sin causa.

      En definitiva, persigue ante esta Alzada la revo- catoria del decisorio (v, fs. 693/708).

      En contraposición a la postura asumida por la recurrente, los co-demandados peticionan la deserción del recurso interpuesto por falta de debida fundamenta ción (arg. arts. 260, 261, CPCC.) y en subsidio la confirmación del fallo atacado (v, fs. 711/712, 717/719 y vta.).

      (ii) Así planteada la cuestión corresponde entrar al tratamiento de los agravios vertidos.

1. Primeramente, cabe resaltar que presentado  el 

                                                 //////

///// recurso de apelación, es deber de esta Alzada, revisar el cumplimiento de los requisitos de admisibi lidad, controlando que la sentencia sea definitiva, que el remedio se haya interpuesto en término, y que se observen las demás prescripciones legales estatuidas por el Código de rito; entre ellas, que la vía impugnativa sea propuesta de manera idónea -más aún en la especie ante la petición concreta efectuada en las contestaciones de los agravios vertidos por la recurrente-.

      Es que, los agravios para ser tales deben contener la crítica concreta y razonada de las partes del fallo que el apelante considere equivocadas, por lo que el escrito donde éstos se expresan debe indicar, punto por punto, los errores, omisiones o deficiencias de la sentencia apelada, sin que las impugnaciones en general, la remisión o escritos anteriores o el mero desacuerdo con lo resuelto puedan considerarse agravios en los términos previstos del art. 260 del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires.

                                                 //////

///// Y tiene dicho este Tribunal que el escrito de expresión de agravios es un acto procesal que proviene de la parte legitimada, en el cual corresponde distinguir dos elementos; su forma y su contenido. En cuanto al primero se impone claridad expositiva, que facilite su estudio. Requiere por su importancia el patrocinio letrado, junto con la firma de la parte o justificación de la personería y cumplir en forma acabada con la prescripción de copias para correr traslado de ella al o los apelados. Respecto del segundo, el contenido u objeto de la impugnación, la crítica precisa de cuáles son los errores que contiene la resolución, sea en la apreciación de los hechos o en la  aplicación del derecho. Crítica razonada que no se sustituye con una mera discrepancia, sino que implica el estudio de los considerandos del juzgador, demos trando al tribunal revisor las equivocadas deducciones, inducciones, conjeturas u omisiones sobre las distintas cuestiones resueltas. No basta la manifestación de la mera disconformidad para estimar cumplida la carga procesal que ciñe el art. 260 del CPCC,  sino  que,  en 

                                                 //////

///// todo caso, ella se erige en el punto de partida de una labor guiada a demostrar los errores del fallo objetado no siendo suficiente la formulación de generalidades o exposiciones de corte dogmático (expte. nro. 84232, “Moreno Reneé y Venturino Raimundo c/ Azaretti Osvaldo y otro s/ Sumario”; sent. del 10-8-2007).

      Tarea de constatación que debe ser efectuada por el Tribunal aunque el vencedor nada diga, pues en definitiva el juez del recurso es el superior, quien no queda vinculado en esta cuestión por el silencio de la parte interesada.

      La Cámara tiene amplias libertades para inspec cionar de oficio los presupuestos procesales, y por tal motivo, no queda vinculada, ni por el juicio de admisibilidad del inferior, ni por el consentimiento expreso o tácito de los litigantes (Hitters, Juan Carlos, Técnica de los recursos ordinarios, pág. 413 y sigtes., 2004).

      Si el recurrente quiere ver coronado con el éxito su intento revisor,  no  puede  omitir  satisfacer  las 

                                                 //////

///// cargas del art. 260 del Código Procesal. El Tribunal no está obligado a suplir las razones por las que se impugna el fallo, ni llegar a ello por vía de inferencia o interpretación, sino que es el impugnante quien debe aportar la demostración concreta y objetiva de que lo decidido es injusto o contrario a derecho como único medio de hacer posible el contralor jurisdiccional atribuible a la segunda instancia. Si así no lo hace, no cabe sino declarar desierto el recurso de apelación (arts. 246, 260  y  261,  Código Procesal).

      Sin embargo, en la materia prevalece un criterio amplio o flexible, en salvaguarda de principios de mayor jerarquía (art. 18 Const. Nac., arts. 11 y 15 Const. Pcial.). Y es así que, sin perjuicio que se advierta debilidad de los fundamentos articulados en la expresión de agravios en relación a la cuestión central debatida, es necesario su tratamiento si se vislumbra en ella el mínimo agravio. Pues los principios y límites establecidos por el art. 260 del CPCC deben ser aplicados en su justa medida, con cuidado de no caer en 

                                                 //////

///// un rigorismo excesivo, con un apego irrestricto a las formas, no querido por el ordenamiento legal (cfr. Fallos: 326:1382, 2414; 327:3166; entre otros).
       Temperamento que ha de adoptarse en la especie atento que la expresión de agravios de la parte actora -más allá de la extensión de la misma (v, fs. 693/708)- es muestra de una mínima actividad del letrado tendiente a modificar la decisión cuestionada. La pieza procesal ha superado el examen de suficiencia toda vez que hube de hacerlo con un criterio amplio de apreciación, pues la recurrente centra los agravios en la nulidad del fallo y sobre la errónea aplicación del derecho realizada por el a-quo, y sólo deja entrever de soslayo, entre los distintos fundamentos dados, el real agravio dirigido a la excepción de falta de legitimación que tiene por acreditada el iudex a-quo.
      2. Dicho ello, primeramente debo expedirme sobre la nulidad planteada.

      Conforme con el art. 253 del CPCC el recurso de apelación comprende el de nulidad por defectos de la sentencia. Así en el sub judice ante la posibilidad  de 

                                                 //////

///// interponer recurso de apelación contra la sentencia definitiva (art. 242 inc. 1) código citado) al unísono se abre la vía del de nulidad.

      El recurso de nulidad opera contra las resolu ciones por: a) defectos de forma, que hacen al lugar y al tiempo en que fueron dictadas, a la forma propiamente dicha y los que afectan el decisorio en cuanto a la resolución judicial considerada como instrumento público; b) defectos de estructura, son los que refieren a la ausencia en el fallo de los elementos que le son particulares y exclusivos, que le dan su apariencia exterior de acto jurisdiccional, tal la ausencia de fundamentos en la sentencia o plazo para su cumplimiento; y c) defectos de calidad, son aquellos que anulan la resolución porque carece de los fundamentales para configurar un acto jurisdiccional, es el caso de una sentencia dictada por juez incompe- tente, en que el vicio no es compurgable o no se encuentra consentido. (RIVAS, Adolfo A., Tratado de los recursos ordinarios, T. 2, pág. 689, ed. Abaco, Buenos Aires, 1991).

                                                 //////

///// De allí que no resultan muchos los casos en los que puede declararse procedente el recurso de nulidad; lo será en situaciones residuales y siempre que no haya podido jugar con eficacia el recurso de apelación. 

      Así no procede el recurso de nulidad cuando los agravios pueden ser reparados con la apelación; pero tampoco es procedente cuando se trata de los que apuntan a errores in iudicando y no a los in procedendo que contenga la resolución, mucho menos cuando se trata de omisiones en el decisorio (art. 273 CPCC) o errores de interpretación. 

      Para requerir la nulidad de la sentencia la actora refiere que la juez de la primera instancia, al expedirse sobre la excepción de falta de legitimación pasiva no tiene a la vista los autos sucesorios que fueran ofrecidos como prueba al entablarse la acción; a su entender tal omisión se constituiría un vicio o defecto propio de la sentencia que haría viable su pretensión nulitiva (v, fs. 694 vta.).

      He de señalar que si bien la iudex a quo podría haber incurrido en tal omisión, asistiéndole  eventual- 

                                                 //////

///// mente razón a la accionada, el mismo puede ser subsanado en esta Instancia (arg. arts. 253, 273, CPCC.), lo que conllevara a que su declaración importaría declarar la nulidad por la nulidad misma, atendiendo al resultado final del juicio.


      Es por las razones señaladas, si mi opinión es compartida, considero que la pretensión nulificatoria debe ser desestimada.

      3. Ante los fundamentos expuestos, he de abocarme al tratamiento de dicha excepción de falta de legitimación activa que el iudex a-quo tiene por configurada en el decisorio apelado.

      Y he de adelantar que el recurso de apelación debe prosperar.

      A. De autos se desprende que el actor, cesionario de derechos y acciones de uno de los herederos de las sucesiones en trámite -solicitadas como medida para mejor proveer por esta Alzada-, abonó una deuda impaga por impuesto inmobiliario a la Dirección de Rentas de la Pcia. de Buenos Aires, deuda que pesaba sobre uno de los bienes pertenecientes al sucesorio. Deuda  que  los 

                                                 //////

///// sucesores estaban obligados a cancelar por tratar se de una obligación indivisible y solidaria, según expresa la recurrente. Y conforme ello, abonó la deuda, persiguiendo el cobro en la proporción correspondiente a los demás co-herederos.

      La iudex a-quo para fundar su decisorio, entiende que la deuda abonada no era del actor, sino del sucesorio, de la masa indivisa, encontrándose a cargo de la administradora y por ello el legitimado activo no puede obligar al sucesorio ni a sus co-herederos a reembolsarle los presuntos pagos realizados.

      En tal sentido, y tal como lo manifiesta el iudex a-quo, ninguno de los herederos tendría el poder de administrar los intereses de la sucesión (arg. art. 3451, Cód. Civ.), o en otras palabras, pendiente la indivisión hereditaria, los co-herederos no tienen individualmente derecho a realizar actos de disposición o administración sin la anuencia de los demás.

      Sin embargo, se ha resuelto que cuando uno de los herederos asume actos de administración de hecho de los bienes del sucesorio en beneficio común se debe reputar 

                                                 //////

///// a los mismos, según el caso, como gestión de negocios si los restantes coherederos ignoran la actuación de su coheredero, o como ejecución de un mandato tácito si aquéllos tienen conocimiento de la administración y la toleran (CNCiv. A, LL 1986-A-94, DJ. 986-I-624 y ED 116-167).

      Por otro lado, tenemos que el administrador del sucesorio tiene facultades suficientes -entre muchas otras- para efectuar gastos de reparación y conserva ción de los bienes hereditarios, pagar impuestos, renovar obligaciones pendientes, etc. etc. (v, "Código Civil anotado", Salas-Trigo Represas, Ed. Depalma, 2ª ed, 1991, t. 3, coment. art. 3451, p. 77-78).

      Y si bien la administración de la sucesión es en principio indelegable, ello comprende sólo las gestio nes propiamente inherentes al cargo, y no aquellas que no importe desnaturalizar la función (CNCiv., LL 122-910).

      Lo dicho viene a consideración en virtud de lo manifestado por la recurrente en cuanto que la adminis tradora de los sucesorios tenía pleno  conocimiento  de 

                                                 //////

///// la intención de abonar la deuda denunciada por impuesto inmobiliario por parte del actor ante la imposibilidad de afrontarla el sucesorio, y en tal sentido arribaron a un acuerdo sobre dicho pago. Y ello lo manifiesta la administradora expresamente al momento de rendir cuentas en dichos autos (v, fs. 537 vta./538). Ante lo expuesto, resulta contradictoria la posición asumida por la misma en los presentes al negar tal situación (v, abs. pos. fs. 4).

      Asimismo, los restantes herederos fueron debida- mente anoticiados e intimados a efectos de presentar los comprobantes de pago de dicho impuesto a efectos de acogerse a una moratoria por la deuda existente ante los beneficios que la misma irrogaría al sucesorio y, estando debidamente notificados, guardaron silencio (v, fs. 374, 382, 383, causa nº 58.267). De igual manera actuaron ante el traslado de la rendición de cuentas aludida y ante la notificación de la interposición de la presente acción, no manifestando, oposición alguna ante la pretendida y realizada actuación del actor en cuanto al pago de la deuda de marras,  implicando  ello 

                                                 //////

///// su tácita conformidad (arts. 919 del Código Civil; 354 del CPCC.).

      Conforme a lo dicho, resultando el pago efectuado un acto ordinario de administración, con conocimiento de la administradora del sucesorio, sin oposición alguna, el cual tiende a saldar una deuda que pesaba sobre un bien del sucesorio, por ende, siendo una deuda del mismo, pesaba sobre todos los herederos conforme a la medida de sus porciones hereditarias respecto del mismo, el recurrente reviste legitimación suficiente a fin de lograr la repetición, en la medida respectiva, de lo abonado respecto de los restantes co-herederos.

      Asimismo, debe considerarse a título indiciario (art. 163 inc. 5 del CPCC) el acuerdo arribado entre la administradora -demandada en autos- y el actor, (cuya copia luce a fs. 721/723), a los efectos del reconoci miento de la existencia de la deuda.

      B) En cuanto al reclamo por enriquecimiento ilíc
i to, que el a-quo subsidiariamente desestima, en princi pio, le asiste la razón a la impugnante en cuanto sos tiene que dicha teoría subyace como fundamento jurídico  

                                                 //////

///// de fondo de la acción intentada y en tal  sentido

debió ser considerado en la oportunidad respectiva y tratarse en forma subsidiaria al momento de considerar la exceptio interpuesta. No obstante, lo propiciado en el punto precedente vuelve abstracta la resolución del presente planteo en esta oportunidad e instancia.

      C) Por último, en cuanto al agravio de las cos- tas, corresponde hacer lugar ha dicho planteo e impo- nerse las mismas a de los demandados vencidos, en virtud del principio objetivo de la derrota, en ambas instancias (art. 68, CPCC.).

      4. Por lo expuesto, considero que debe receptarse parcialmente el recurso de apelación interpuesto y revo car la resolución apelada en cuanto hace lugar a la excepción de falta de legitimación activa, debiendo vol ver los autos a la instancia de origen a fin de tratar las restantes pretensiones de las partes intervinientes (arts. 68, 253, 260, 261, 330, 344, 345, 375, 384, 474, 747 y concs. del CPCC.; 3262, 3263, 3279, 3280, 3281, 3282, 3410, 3417, 3450, 3451, Cód. Civil).

      Voto por la negativa.

                                                 //////

/////-LA SEÑORA JUEZ DOCTORA DABADIE ADHIRIO AL VOTO PRECEDENTE POR SUS FUNDAMENTOS.------------------------------A LA SEGUNDA CUESTION EL DOCTOR HANKOVITS DIJO:--        

      Atento el resultado arribado en la votación prece dente corresponde hacer lugar parcialmente al recurso de apelación interpuesto y revocar la resolución apela da en cuanto hace lugar a la excepción de falta de legi timación activa, debiendo volver los autos a la instan cia de origen a fin de tratar las restantes pretensio nes de las partes intervinientes. Con costas a los demandados, en ambas instancias (arts. 68, 253, 260, 261, 330, 344, 345, 375, 384, 474, 747 y concs. del CPCC.; 3262, 3263, 3279, 3280, 3281, 3282, 3410, 3417, 3450, 3451, Cód. Civil).

      Así lo voto.

------LA SEÑORA JUEZ DOCTORA DABADIE ADHIRIO AL VOTO PRECEDENTE POR SUS FUNDAMENTOS.------------------------------CON LO QUE TERMINO EL PRESENTE ACUERDO FIRMANDO LOS SEÑORES JUECES DE ESTA EXCMA. CAMARA DE APELACION.-

               FRANCISCO AGUSTIN HANKOVITS

                                           Siguen ///// 
///// las firmas.

MARIA R. DABADIE                  

                      GASTON DOZO 

                     ABOGADO SECRETARIO

Dolores,         de septiembre de 2008.

      Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, los que se tienen aquí por reproducidos, se hace lugar parcialmente al recurso de apelación inter- puesto y se revoca la resolución apelada en cuanto hace lugar a la excepción de falta de legitimación activa, debiendo volver los autos a la instancia de origen a fin de tratar las restantes pretensiones de las partes intervinientes. Con costas a los demandados, en ambas instancias (arts. 68, 253, 260, 261, 330, 344, 345, 375, 384, 474, 747 y concs. del CPCC.; 3262, 3263, 3279, 3280, 3281, 3282, 3410, 3417,  3450,  3451,  Cód. 

                                                 //////

///// Civil).

      Notifíquese y devuélvase.

            FRANCISCO AGUSTIN HANKOVITS

MARIA R. DABADIE                  

                      GASTON DOZO 

                     ABOGADO SECRETARIO

